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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR lA AUTORIDAD QUE .LE CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE lA NACION E5PANOlA,

Ha decidido:

Estimar paI<!'ialmente el amparo solicitado. y. en: consecuencia:

1. Anular las Sentencias del Tribunal Central 4e Trabajo de 5
y 10 de julio de 1984, sobre laS que recaen estos recursos. .

2. Reconocer el derecho ele la recurrente a que el Tribunal
Central de Trabajo dicte Senten,c:ias que tomen en consideración la
dictada anteriormente por la Sala de lo Contencioso-Administra­
tivo de la Audiencia Territorial de Albacete de t6 de abril de t984,
aceptando los hechos declarados probados en ella, o razonando su
discrepancia.

26303 Sala Segunda. Recurso de amparo número 821/1984.
Sentencia número 159/1985. de 17 de noviembre.

la Sala Seaunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente. don Luis Díez-Picazo y Ponee- de León, don
Francisco Tomás y Valiente y don Francisco,Peta Verdaguer,
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 821 de 1984, promovido por
don Luis Federico Heitzer AUer, representado por el Procurador
don Julián Caballero Aguado y bajo la dirección del letrado don
Carlos Usúa Garda, respecto de la Sentencia dd Juzgado de
Peligrosidad y Rehabilitación Social de Palma de Mallorca, que
declaro la peligrosidad social del recurrente, y en el que ha
comparecido el Ministerio Fiscal, siendo ponente el Magtstrado
don Francico Rubio Llorente, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito qu~ tuvo su entrada en el Tribunal
Constitucional el 26 de noviembre de 1984, don Juliáit Caballero
Aguado, Procurador de los Tribunales. interpone recurso de
amparo constitucional en nombre y representación de don Luis
Federico Heitzer Aller contra las Sentencias de la Sala Especial de
Peligrosidad y Rehabilitación Social de la Audiencia NaCIonal, de
22 de octubre de 1984, y del Juzgado de Peligrosidad y Rehabilita­
ción Social de Palma de Mallorca, de 29 de febrero de 1984, a las
que imputan la vulneración de los artículos 17.1, 19,24.2 Y25.1 Y
2 de la Constitución y, la primera de ellas, además el articulo 9.3
de la norma fundamental. .

Pide que se declare la nulidad de las resoluciones jqdiciales
impugnadas o que se dejen sin efecto las medidas. de ~uridad
consistentes en internamiento en centro de trabajo y prohibIción de
residir en Baleares. Por otrosí solicita, asimismo, la suspensión de
la ejecución de Jas Sentencias objeto- del recurso por cuantQ la
efectividad de las mismas supondría la consumación plena de los
efectos de la violación de los derechos fundamentales que se
denuncia, así como una lesión material y moralmente J1:ave e
irreversible de sus derechos que haría perder su finalidad al
amparo.

Segundo.-La demanda se fundamenta en los siguientes hechos:
A) El 29 de febrero de t984, el Juzgado Especial de Peligrosi­

dad y Rehabilitación Social de Palma de Mallorca dietó Sentencia
declarando --la peliJl:osidad social del recurrente· y sometiéndole a
determinadas medidas de seguridad, entre las cuales se encontraba
la de internamiento en un centro de trabajo por tiempo mínimo de
seis meses y máximo de un año y la prohibición de residir en
Baleares. En el resultando de hechós probados consta «que el
upedientado Luis Federico Heitzer Aller fue detenido por la
Policía judicial en el aeropuerto de Son San Juan el día 3 de
diciembre de 1981, cuando, vali~ndose de Maria Dolores de los
Reyes aUerana Guglieri, pretendla introducir en esta isla, camufla·
dos en un cuadro. 200 gramos de cocaína, para lo cual, valiéndose
de engaños y artificios tales como proporcionar trabajo a la citada
Mana Dolores tomo modelo en Palma,.la babia inducido precisa­
mente a acompañarle».

B) Don Luis FederiCo Heitzer interpuso recurso de apelación
ante la Sala Especial de Peligrosidad y Rehabilitación Social de 1;1_

3. Disponer. que para el restablecimiento del derecho de la
recurrente, se retrotraigan las actuaciones en Jos' recunos de
suplicación resueltos por las Séntencias anuladas al momento
anterior a la denegación por la providencia del Tribunal Central de
Trabajo de 4 de mayo de 1984 de la solicitud del recurrente de
proceder a la incorporación de la citada Sentencia de la Audiencia'
de Albacete a los autos de los recursos de suplicación interpuesta
por ella y r~sueltas por las Sentencia! anulad;&s..

4. Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta se.ntencia en el «Boletín Oficial del Estado».,

Madrid, 26 de noviembre de 198~.-Manuel Garcia-Pelayo
AJonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco
Vallejo.-Gloria Begué CantÓn.-Rafael Gómez-Ferrer
MoranL-Angel Escudero del Corra.I.-Finnado y rubricados.

Audiencia Nacional que, por Sentencia de 22 de octubre de 1984,.-
confirmó la Sentencia apelada. .

C) Además de las medidas de seguridad de que se ha hecho
mérito. manifiesta el recurrente que le violha sido impuesta una
condena penal de dos años y cuatro meses de privación de libertad.
si bien la Sentencia no es todaVÍa fmue por hallarse recurrida ante
el Tribuoal Supremo: ..

D) manifiesta el recurrente que tanto en su declaración ante la'
Policía,. cuanto en su posterior \compárecencia judicial ha negado
integra. sistemática y finnemente la imputación coritra él efec·
tuada; que el único hecho sobre el que se asienta la posterior
hipótesis de una presunta actividad peligrosa del recurrente es su
relación con la citada doña M"aria Dolores de los Reyes Ollerana
GugJieri; que fue a ella, y no a él, a quien se intervIDo sobre su' o

persona la sustancia estupefaciente y que, en fin, en el trámite de
prueba, practicada en la segunda instancia aportó documentos clave
-a juicio del recurrente- para demostrar la imposibilidad fisica de
que los hechos acaecidos fueran los que el Juzgado declaró
probados. Tales documentos son:

a) Informe de una Agenéia de Detectives en el que Se afirma
que el lugar de encuentro entre ambos encausados -la citada María
Dolores y el recurrente- estaba cerrado desde hacía casi un mes..
antes de que tal encuentro hubiera podido producirse.

b) Un acta notarial que revela cómo el. ~~nerario del taxi
señalado por la encausada Jamás pudo producuse en la forma por
ella afirmada.'

c) Una declaración testifical en la que no se reconoCió al señor
Heitzer. . ,

d) La comprobación de que doña María Dolores, al ingresar·
en prisión, tenía en su poder una cantidad de dinero que corrobora
la declaración del recurrente.

Pese a toda esta probanza .y a haberse acreditado documental.,.
mente la imposi1::Hlidad material de que - el recurrente hubiera
podido realizar las acciones que- se le imputan, la Sala de la
Audiencia Nacional desatendió por completo la prueba practicada
sin razonamiento al~no que justificase su actitud y, en contra de
Ja más evidente maDlfestación de la realidad. confirmó la Sentencia
del Tribunal «8 qua», con .10 que se entiende vulnerado el art. 9.3
de la Constitución." . _

Tercero.-EI recurrente sostiene que $e ha' violado su derecho
constitucionalmente garantizado a la presunción de inocencia y a
no ser sancionado dos veces por Jos mismos hechos: -

A) Se-ha vuJnerado el arto 24.2 de la Constitución porque la
Sentencia del Juzgado de Peligrosidad de Palma de Mallorca ha
declarado la peligrosidad social del recurrente sin la existencia en
el expediente de la mínima probanza que desvirtúe la presunción
de inocencia. la Sentencia de la Auciencía Nacional°ba'confirmado
dicha declaración, no ya interpretando más o menos libremente la
prueba adic;ional aportada, sino hacíendo una deducción completa­
mente contraria e irrazonada de la realidad f3ctica probada,
constatada documentalmente, con lo que ha incurrido en notoria
arbitrariedad, totalmente prohibida por el arto 9.3 de la Constitu~
ción. . ,- -

B) Se ha vulnerado el arto 25.1 y 2 de la Constitución, en
relación con los ans. 17 -y 19 de la misma por cuanto, en cualquier
caso, las medidas de se~uridad adoptadas conculcan el. principio
«Don bis in ¡dem» sanclOnando una conducta que no supone, ni
delito, ni falta, ni infracción administrativa y además, en la práctica
de su aplicación, significan de hecho ona privacion de libertad
consistente eu un trabajo forzado que no esti orientado, ni- a la
reeducación. ni a la reinserd6n social, así como una clara restrie·
ción de la libertad de residencia ccnsagrada por el arto 19 de la CE.
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euano.-Mediante providencia del pasado 19 de diciembre de
1984, la Sección Tercera acordó admi\ir a tramite el recurso de
amparo, interesar de la Audiencia Nacional y al Magistrado·Juez de
Peligrosidad y Rehabilitación Social de Palma de Mallorca el envío
de las -actuaciones a que el presente recurso se refiere, indicando
además al segundo de los órganos cítados,1a necesidad dumplazar
a cuantos ,hubieran sido parte en dichos procesos para que en el
plazo de 4iez días puedan compa~er en ~tc;. Se acordó asimj~mo
formar pJeza separada P$l'a tranlltar el mCIdente de suspensión·
concluida ial tramitación, por Auto de 30 de enero de 1983, la Sal~
resolvió que no había lugar a la pretensión por·baber sido acordada
ya la suspensión de las medidas de seguridad por el propio órgano
Judicial que las impuso. -

Qui~to.-Una vez recibidas las actuaciones de) Juzgado de
Peh~o"dad ~ocial de Palma de Mallorca y de la Audiencia
Nacional, se dIO VISta de ellas al rec)J.tI'ente y al Ministerio Fiscal
no existiendo ningún otrO personado en el recurso de amparo. '

Dentro del. plazo conoedido, presentó la representación del
~urreDte escnto· por el que se manifestaba su renuncia a hacer
nuevas alegaciones, renutiéndose 8 las ya efectuadas en la
demai¡da. .. .

El Ministerio Fiscal.~r su parte, tras resumir lo~ hechos que
originan la demanda deam~ y las alegaciones que eJlla misma
se hacen, analiza pormenonzadamente los tres motivos que funda­
menttn la petición del recurrente, tratándolos por el orden que, a
su. juici01 ~sulta metcxk.d6aic:amente más adecuado. :

. El pnmero de ellos, que el recurrente exppne coIlJuntamen.te
ron <::1 segundo, es el de 18 inconstitucionalidad de la propia Ley de
Peligrosidad y Rehabilitación Social, que permite imponer auténti­
cas penas lno ·ordenadas, además, a la reeducación y la reinserción
social delmdividuo) por hechos que no constituyen delito o falta.
'. A juicio del Ministerio Fi~, este motivo no pttede ser
estimado, pues las «medidas de seguridad» propias de un sistema
dualista, como ea el nuestro desde la Ley de 4 de agoslo de 1933,
son la consecuencia que se anuda a un estado de peligrosidad que
DO es referible 8 ningún hecho aislado. sino al comportamiento
,eneral del sujeto y han recibido consagración constitucional al ser
objeto de mención eapeclfica en el arto 25.2 de la Constitución, que
por ello no proscribe en modo alguno el sistema dualista. Estas
medidas constitucionalmente legítimas pueden implicar o restric·
ción de derechos, o incluso la privación de libenad, pero como
frente a ellas no juesa el limite que la Constitución (art. 25.3)
impone, a las sanCIones administrativas, su impOsición es ÍJTepr<r
chable siempre que haya sido dictada, como aquí es el caso, por el
6!pDO judicial com~tente, q!1e no.cs. además, pese a su denomina­
CIón, un Juez especial. -CuestIón dIstlDta y preocupante, afinna el
Ministerio Fiscal, ea la de que estas medidas, ~r falta de
establecimientos adecuados, puedan cumplir su final.dad de reao­
cializar a aquel que las sufre. pero este riesgo, que, de existir, será
cdnsecuenc18 de la realidad Yno de la norma, no es cuesti6n de la
que este Tribun(l1 haya de ocuparse. Al menos no en este momento
en el se presenta aólo como ries¡o futurp, ppea como repetidamente
ha dicho el propio Tribunal el recurso do: amparo no bene carécler

En seaundo ~rmino analiz¡o el Ministerio Fiscal el argumento,
estrechamente conexo con el anterior. de que la imposición de las
.medidas de seJUridad implica una violaci6n del principio Gon bis
,in ideJ.l1»' puesto que por los mismos bechosque las ori¡inaron se
le ha unpueato una pena de dos años, cuatro meses y un día de
pns16n menor, aunque no haya ganado aún firmeza la Sentencia
que lo condenó. , .

Para el Ministerio Fiscal, la validez de este alegato, apoYado en
, citas correctas ~e la doc~ de.~e Tribunal, depende sobre todo

de un dato fácttco (el de la .denltdad de los hechos a consecuencia
de los cuales se adoptaron las medidas de seguridad y se impuso la
condena) acerca del cual nada aporta ni justifica la demanda de
amparo, ni nada permiten inferir las actuaciones judiciales incorpo­
radas a este proceso constitucional.,

Por último, se ocupa el Ministerio Fiscal del al~to que en la
demal!da ocupa el primer lugar y que con más extenSIón desarrolla,
es deCtr, el de que se ha vulnerado el derecho del ~nte a ser .
p~~umido inocente. 'ras rechazar algunas de las expresiones
utI~Izadas eo.la dema~, que destaca, «a los efectos gue este Alto
Tnbunal estIme pertin~tes»,. afirm. el Ministerio FIscal que no
puede tomarse en conSIderacIón la argumentación con la que se
prete~de demC?strar que las~ practicadas en la instancia no
pemuten desVIrtuar la negativa del recurrente, pues, de una~
las argumentaciones en las que se basa la Sentencia de la Audlenci~
Nacional (es~Bln.tente ~ su' considerando Quinto) son razona­
\lIea y nada arbltra~asy, de h! otra;"·y·de acuerdo con l1li4 doctrina
!"lIerada de eate Tnbunal (recosida, por ejemplo, en Auto de 11 de
¡uli.o.de 1984, ~d~ en RA 267/1984), hay que dislinsuir entre
actiVIdad l?roba~0J1.a, lDexcusablemente objetIvable para desvirtuar
la presuncIón ",una IanItUlll', y la valoración que de ella le haga
que es éompetencia exclusiva del Tribunal Penal de acuerdo con
lo .di~puesto en. el ....¡euJo 741 de la Ley de' Enjuiciamiento
enmmal. .

l.~ violación ~e.I·,derech·o ,3. ,la ~s~nci6n de inocencia que
efectivamente, a JUICIO del Mlfi1steno fiscal se ha producido en
~te caso, no es imputable, por tanto, al modo en que la prueba ha
SltlO valorada, sino a la inexistencia de prueba, pues no puede ser
tenida como ~~ 4' declaración de ~na so~ persona y ello, no por9ue
ésta fuera la IniCialmente denunCIada, 5100 porque esta declaraCión
figura únicamente en el atestado, sin haberse repetido nunca en
presencia judicial. El Ministerio Fiscal, que considera válido en este
punto .ei argumento del recurrente, apoyado en nuestra Sentencia
31/1981, afirma que la mencionada declaración ha de ser conside­
ra~ .c,?mo. simple d.en~ncia. co~forme al articulo 297 de la Ley de
EnjUICiamIento enmmal (aplIcable al caso en virtud de lo
dispueato por el ano 34 de la Le>: 16/1970) y que, por tanto, se ha
violado el derecho.a la presunCIón de inocencia y la demanda de
amparo debe ser estimada.

Sexto,-Por provide~cia de 22 de marz~, la Sala. p~ra mejor
proveer, y con suspensión del plazo para dIctar Sentencia, acordó
otorgar a -la representación del demandante un plazo de diez días
para que aportase certificación o copia adverada de la Sentencia
por la que se le impuso la pena de dos años y cuatro meses de
privación de libertad y, asimismo, copia de la resolución dictada
por el Tribunal Supremo en el recurso de casación a que en la
demanda se. alude. Acordó también la Sala recabar del Ministerio
de Justicia el envío, en plazo no superior a treinta dias, de cuanta
información disponaa acerca <\e las decisiones dictadas al amparo
de la Ley de Peli¡rosidad y Rehabilitación Social desde la entrada
en vigor de la "Cons,titución y a propósito•. también. de· los
establecimientos en QU~ se cumplen las medidas dictadas al amparo
de dicha Ley. ,

Séptimo.-En escrito. de S de junio, la representación actora
adjuntó testimonio de la SentenCia núm. 192, dictada el 12 de
noviembre de 1983 por la Audiencia Provincial de Palma de
Mallorca, indicando, asimismo, que, por lo Que al recurso de
casación interpuesto contra dicha Sentencia se refiere, aún no había.
recaído resolución del mismo, pe$f a lo cual se adjunta copia
~imple de la última' providencia dictad:& en dich.0 procedimiento.

Octavo.-Por providencia de 10 de .julio,la Sección Tercera
acordó incorporar a 1a1. actuaciones el anterior escrito del deman­
dante y la certificación y copia que a él" se acompañaban de las
resoluciones de la Audiencia Provincial de Mallorca y de la Sala
correspondiente del Tribunal Supremo, teniendo; asimismo, .por
recibidas la_s actuaciones remitidas por el Ministerio de Justicia y
poniendo todo ello de manifiesto a la parte demandada y al
Ministerio Fiscal para que. por plazo común de diez días, alegasen
jo que fuere procedente,

Noveno.-En escrito de 23 de julio presentó sus alegaciones la
representación aetora señalando, .en primer lugar, que por el
Ministerio de lusticia no se había satisfecho plenamente el requeri.
miento formuLado por el Tribunal, ya que no había remitido datos
que aclarasen y cuantificase.n las decisiones dietadas al amparo de
la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social, ya que el Ministerio
sólo ha aportado las Sentencias dictadas por la Sala Especial de
Apelación de la Audiencia Nacional y sólo las referidas a los años

. 1983 Y 1984. En todo caso, pese a las carencias de esta documenta·
aón, se pone en ella de manifiesto el elevado número de expedieo·
tes incoados y de col)denas teeaidas y también el hecho de que no
existe Centro' Especial dedicado única y exclusivamente al cumpli·
miento de estas medidas. con la sola excepción. acaso. del Centro
Especial de Segovia. De ello se deriva el que las medidas de
seguridad se convierten eA verdaderas penas cumplidas no en·
Centros Especiales. como la Ley establece, sino eo lauténticas
cérceles y penales junto a presos comunes y bajo el mismo régimen
penitenciario. Esta situación pone de manifiesto la total inconstitu­
cionalidad del cumplimiento de iales medidas de seguridad, tal y
como, desde un principio. se expuso en la demanda.

Décimo.-En escrito de 23 de julio presentó sus alegaciones el
Ministerio Fiscal, ratificando su escrito de alegaciones de I de
marzo anterior. La documentación remitida por el Ministerio de
Justicia pone de manifiesto, además de la insuficiencia de estableci­
mientos ...d hoc», que la Audiencia Nacional, a tr3vts de su Sala
Especial de Apelación, viene admitiendo la dualidad pena-medida
de ·seguridad, tompaliblea en la medida que responden a dos
nociones distintas aunque unidas ep· una misma: finalidad de
reeducaci6n y reinserción social: La pena a la idea de 'culpabilidad
y.la medida a la de peligrosidad social. En cuanto a la Sentencia de
la Audiencia de .Palma de Mallorca que condenó al recurrente ~r
un delito de tráfICo.de drogas, puede que debilite algo la infraCCión
del principio deo/presunción de ínbcencia.en la medida en que
puede llegarse a la conclusión de Ja participación en los hechos del
rec.ummte según laprueha aportada por la acusación. Ahora bien,
en cuanto qlle en la actuaciones seguidas ante el Juez de Peliarosi.
dad Social no hay constancia alguna de 10 actuado ante la
jurisdicción penal, la falta de prueba de cargo. al menos desde un
punto de vista formaJ, debe conducir a que la Sentencia que declaró
el estado peligroso del encanado se pronunció sin la más mínima
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actividad probatoria Que des.truyera la presllnción de inocencia de
éste.

Undécimo.-Por providencia de 18 de septiembre, la Sala acordó
unir a las actuaciones los escritos presentados por la representación
actora y por el Ministerio- Fiscal y señaló, para deliberación y
votación del recurso el día 6 de noviembre de 1985, concluyendo
la misma el dia 20 siguiente.

ll. FUNDAMENTOS JURIDICOS
Primero.-Como es evidente, la vulneración de los derechos

garantizados por los arts. 17, 19 X2S de la Constitución Española
(CE), que a las sentencias impugnadas se achaca, no hubiera sido
posible si el recurrente no hubiera sido considerado responsable de
unos determinados hechos. Como.estaatribuCÍón de responsabili­
dad se 'ha producido, a su vez,_ según la demanda. mediante la
lesión de otro de los derechos que la Constitución garantiza, el de
ser presumido inocente, esta presunta violación ha de ser conside­
rada, si no causa, sí', al menos, condición de posibilidad de todas
las restantes' y debe ser exatrtinada en primer' término. como
también en primer término' es expuesta en la demanda.

En ~sta. en efecto, tras una referencia a nuestras Sentencias" de
2S de julio de 1981; ·1 de junio de 1982 y 4 de abril de 1983, se
sostiene que el señor Heitzer Aner ha sido condenado sin prueba
alguna. pues al juicio en primera instancia -sólo se aportaron, junto
con el atestado policial, un dictamen médico, que manifiesta no
poder afirmar ni descartar. la implicación del encartado, un
certificado del Ayuntamiento de Palma.. de Mallorca, en el que se
bace constar su buena conducta, y una sola comparecencia ante el
Juez: La del hoy recurrente, que ratifiCó su declaración de inocencia
hecha' antes en el atestado. Es. cierto que. más, tarde. ya en
apelación, el propio señor Heitzer Aller aportó ante la Audiencia
otras pruebas dirigidas a demostrar su inocencia, ~ro, aparte del
hecho de que' dichas pruebas no alteraron el criteno del Juzgador,
su existencia carece de relevancia a efectos del. argumento aquí

, tratado. pues, como es natural,lo que exige el derecho'constituclcr
nalmente garantizado a la presunción de inocencia no es que. se
aporten pruebas para- confirmar ésta, sino. por el contrario, que se
apOrten las necesarias para evidenciar su inexistencia.

De lo dicho se sigue. por tanto, como conclusión ineludible, que
el único elemento en e~ que pudo apoyarse la decisión judicial para
aplicar las medidas de seguridad previstas en la Ley ·16/1970 fue el
atestado policial y. como parte del mismo, la declaración ante la
Policía de la señorita OrellaBa Guglieri. _

Si, efectivamente, la decisión judicial en. el presente caso
implica una declaración de culpabilida4, la consecuencia a extraer
de la anterior constatación no es dudosa. Según reiteradamente ha
declarado este Tribunal (Sentencias 3[/1981 y 56/1982, entre
otras), la presunción de inocencia sólo puede ser destruida por una
Sentencia condenatorüt que. a 5U vez, ha de apoyarse, para
considerar ciertos los .hechos que se imputan al rondenado, en
pruebas de cargo qne el Juez aprecia con entera libertad, pero de las
que en modo alguno cabe prescindir. Cuando de una prueba
testifical se trata, es preciso, además, que el testimonio se preste o
se ratifique ante;.la.3utoridadjiJdicial. Como evidencia el resumen
anterior. de las actuaciones seguidas en el presente caso ante el
Juzgado de Peligrosidad y Rehabilitación Sócial de Palma de
Mallorca. las medidas adoptadas respecto del recurrente no se
apoyan en prueba alguna digna de tal nombre, 'sino en una
declaración recogida en el atestado policial, a la que, de acuerdo
c()n lo preceptuado. en el arto 297 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal. no se· le puede otorgar otro valor que el de una simple
denuncia, El derecho que al. recurrente asiste de ser tenido por
inocente habría sido, por tanto, ignorado y la decisión que lo
co.nculcó debería ser. en consecuencia. anulada. Esta deciSión se
apoya, sin embargo, como antes indicábamos, en la hipótesis de
que la decisión impugnada hubiese declarado la culpabilidad de
aquel, a quien impone na una condena, sino unas medidas de
seguridad, hipóteSIS que es necesario analizar con mayor detalle.

Segundo.-La existencia de otro proceso sobre los mismos
hechos y las insinuaciones del Mimsterio Fiscal acerca de lo­
inadecuado de la práctica seguida en la ejecución de las medidas de
seguridad a la naturaleza de éstas, llevó a la Sala al convencimiento
de que necesitaba mas elementos de juicio para fundamentar su
decisión. De estas diligencias" resulta que en el proceso penal
seguido-- contra el recurrente- por los mIsmos hechos ha recaído
Sentencia condenatoria -aún DO firme- basada en pruebas no
presentadas ante el Juzgado de Peligrosidad y Reh¡bilitaci6n Soeial
y que. de otra Parte, las medidas. de seguridad se ejecutan,
normaJment~ mediante .la reclusión de los a ellas sujetos en los
mismos establecimientos· en los Que se cumplen las condenas de
privación de libertad. Esta última anomalía (dificilmente concilia·
ble con lo dis¡>l>eSto en el art.2S.2 de la Constitución y contraria
a lo prevenido en el arto 3 de 1.a misma Ley 16/1970) Yla evidencia
de que la Sentencia. dictada: en causa penal conden6 al recurrente
por los mismos hechos Que motivaron'la aplicación de las medidas
de seguridad son, una;.y otra,. circunstancias que no pueden ser

ignoradas para resolver-la cuestión abierta al térmimo del funda-
mento anterior. . j •

,En el caso actual, en efecto, las medidas se aplicaron al
recurrente por la realización-de unos hechos (previstos en el arto 2.8
de la Ley 6/1970) Que pueden ser también subsumidos, como así
ha sido.. en un tipo delictivo (art. 344 del Código Penal). Es
evidente, por tanto. que la afirmaci6njadicial de la autoría de unos
tales hechos equivale a una declaración de culpabilidad, realidad
ésta Que no puede quedar oscurecida por la peculiaridad del
procedimiento que se considera, procedimiento no ciertamente
criminal, pero que concluye con una decisión que priva al
declarado culpable de su libertad y del derecho a elegir libremente
su residencia y a circular por el territ~rio nacional y que sólo
·formalmente· se distingue de la pura y simple condena penal.
Como quiera que aquella declaración de culpabilidad, según
dijimos, no puede, producirse en violación de la: presunci.6n de
Inocencia, el resultado nO puede ser otro. ahora, que el de estimar.
en este punto, la queja del actor. Por lo demás, la violación así
apreciada del derecho del recurrente a-ser presumido inoce'nte no
deja de serlo por la circunstancia de· que los mismos ,..hech05
entonces enjuiciados fuesen considerados probados y, como tales,
constitutivos de delito en el proceso penal subsiguiente. Es del todo
claro, así, que la presunción de inocencia habrá de seguir conside­
rándose desconocida aún eq. el caso en que, omitida la. n~esaria
actividad probatoria en un procesO, la resolución del mismo se
hubiere adecuado a la verdad jurídica, debidamente determinada
después en otro pPOCeso diferente.

Tercero.-EI principio «Don bis in idelD», al que el, recurrente
apela también para fundamentar su pretensión, no aparece consti·
tucionalmente consagrado de manera expresa. Esta omisión textual
no impide reconocer su vigencia en nuestro ordenamiento, porque
el principio en cuestión, como ha señalado este Tribunal desde su
Sentencia 2/1981, de 30 de enero, fundamentó jurídico cuarto. está
íntimamente unido-a los de legali4ad y tipicidad de las" infracciones
recogidas en el arto 25 ·de la norma fundamental. Es cierto que la
re~a 4<ne bis in idem» no siempre imposibilita la sanción de unos
mIsmos hechos por autoridades de distinto orden y que los
contemplen, por ello, d.esde perspectivas diferentes' (por ejemplo,
como ilícito penal y como infracción administrativa o laboral),
pero no lo es menos que sí impide el que por autoridades del
mismo orden, y a través de procedimiento~ dIstintos, se sancione
repetidamente la misma tonducta. Semejante posibilidad entraña­
ría, en efecto, una inadmisible reiteración en el ejercicio -del «ius
puniendi» del Estado -e, inseparablemente, una abierta contradic·
ción con el mismo derecho a la presunción de inocencia. porque la
coexistencia de dos procedimientos sancionadores para un determi~
nado ilícito deja abiena la posibilidad, contraria a aquel derecho,
de que unos mismos hechos. sucesiva o simultáneamente, existan
y dejen de existir para los órganos del Estado (Sentencia 17/19'3.
de 3 de octubre, fundamento jurídico cuarto). ._ .

Es claro, sin embargo" que por su misma naturalcza. el principió
«non bis in ídem» sólo pódrá Invocarst en el caso de duDlicidad de .
sanciones. frente al intente de sancionar de nuevo, desde la misma
perspectiva de defensa social, unos hechos ya sancionados, o como.
medio para obt~ner la anulación de la sanción posterior. En el
presente caso, la decisión anulatoria a qQe el razonamiento
expuesto en los dOlprimeros fundamentos nos conduce; elimina 'la
duplicidad. ~e sanciones. y, PQr ta~to,..e~ supuesto que.haría ~~ible
la lDvocaClon del menCionado pnnclptO. que por lo demas, 'como
es claro, sólo cabe argüircontra le¡ san~ión posterior, nunca contra
la anterior. ~.

FA LL O

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU·
ClON DE LA NAClON ESPANOLA. .

Ha ~ecidido: -

Otorgar el amparo solicitado pot don Luis Federico Heitzer
AlIer y, en,consecuencia: '

1.0 Anular las Sentencias de 29 de febrero de 1984 y 22 de
octubre del mismo año dictadas, respectivameJ1~ por el Juzgado
Especial de Peligrosidad y Rehabilitacióa Soeial de Palma de
Mallorca y por la Sala Especial de Peligrosidad y Rehabilitación
Social de la Audiencia Nacional. - . _

2.0 Declarar el-derecho del recurrente·a ser tenido por inocente.
en tanto no se declare lo contraria mediante Sentencia condenat<Wo
ria producida'en un proceso·con todas las prantías..,

Púhliquese esta Sentencia en el «Boletín. Oficial del Estado..

Madrid, 27 de noviemhre de 198'.-JérólIimo Arozamena
Sierra.-Francisco Rubio ·Uorentt;.-Lui$ Diez-Picazo·y Ponee de,
Le6n.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Pera Veroa··
guer.-Firmados y rubricados.


